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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
COMPETENCIA PARA CONTRATAR – Titularidad – Jefe o representante legal – Dependencias

El artículo 11 de la Ley 80 de 1993 definió la competencia para dirigir los procesos de selección y suscribir los contratos estatales centralizándola en determinadas autoridades: conforme a su numeral 1, la competencia para ordenar y dirigir la celebración de licitaciones y para escoger contratistas es del jefe o representante de la entidad. La competencia contractual es, por tanto, de la entidad estatal y no de sus dependencias. Las dependencias no son sujetos de la relación contractual ni titulares de una competencia propia para contratar: intervienen en la formación de la voluntad de la entidad conforme a la organización interna que esta adopte.

DELEGACIÓN Y DESCONCENTRACIÓN – Artículo 12 de la Ley 80 de 1993 – Acto formal

Los jefes y representantes legales de las entidades estatales pueden delegar total o parcialmente la competencia para celebrar contratos y desconcentrar la realización de licitaciones en servidores públicos que desempeñen cargos del nivel directivo o ejecutivo o en sus equivalentes, conforme a los artículos 12 de la Ley 80 de 1993 —modificado por el artículo 21 de la Ley 1150 de 2007— y 9 de la Ley 489 de 1998. La delegación de la función contractual no tiene naturaleza contractual sino que se relaciona con la competencia como presupuesto de la actuación administrativa, y requiere un acto formal de delegación. La desconcentración, en cambio, es la distribución adecuada del trabajo del jefe o representante legal, sin autonomía administrativa en su ejercicio.

ESTRUCTURA ADMINISTRATIVA – Decreto de estructura – Alcance frente a la actividad contractual

El decreto que fija la estructura de una entidad estatal distribuye funciones entre dependencias, pero no fragmenta ni distribuye la competencia para contratar, que la ley radica en el jefe o representante legal. Ese decreto es relevante para la actividad contractual en dos planos distintos: como referente para verificar que la actividad contratada corresponde a la administración o al funcionamiento de la entidad, y como insumo técnico para justificar la necesidad en los estudios previos. No opera, en cambio, como norma atributiva de competencia contractual entre dependencias.

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Actividades relacionadas con la administración o el funcionamiento de la entidad

Conforme al numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, el contrato de prestación de servicios solo puede celebrarse para desarrollar actividades relacionadas con la administración o el funcionamiento de la entidad, es decir, que hagan parte de su giro ordinario. El referente de esa correspondencia es la entidad considerada como un todo y no una dependencia en particular, de modo que el hecho de que las actividades contratadas se relacionen con funciones asignadas a una dependencia distinta de la que estructuró el proceso no las sitúa, por esa sola razón, fuera del ámbito del precepto.

DEBER DE PLANEACIÓN – Correspondencia entre necesidad, objeto y obligaciones

El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública sí impone un deber de correspondencia, pero entre términos precisos: la necesidad que la entidad justifica en los estudios previos, el objeto que contrata y las obligaciones que pacta. Los numerales 7 y 12 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 y el artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 exigen describir la necesidad que la Entidad Estatal pretende satisfacer y el objeto a contratar con sus especificaciones. La divergencia entre el objeto enunciado y las obligaciones efectivamente pactadas configura un defecto de los estudios previos, con independencia de la dependencia que haya estructurado el proceso.
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Estimada señora Pineda:


La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por el numeral 5 del artículo 3 y el numeral 8 del artículo 11 del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 y 1822 de 2019 expedidas por esta Entidad, responde la consulta que usted formuló el 6 de julio de 2026 al Departamento Administrativo de la Función Pública bajo el radicado 20262060336112, trasladada a esta Agencia mediante oficio 20264000271511 del 24 de julio de 2026 respecto de sus interrogantes primero, segundo y tercero, del siguiente tenor:

“1. ¿La distribución de competencias prevista en el decreto de estructura de una entidad pública constituye un límite para que una dependencia estructure procesos contractuales destinados a desarrollar funciones asignadas normativamente a otra dependencia?
2. ¿Es jurídicamente procedente que una dependencia administrativa incorpore, mediante un contrato de prestación de servicios, actividades que corresponden al cumplimiento de funciones asignadas por la estructura administrativa a otra dependencia?
3. ¿Existe un deber de correspondencia entre las competencias funcionales de una dependencia y las actividades que pretende desarrollar mediante la contratación de prestación de servicios?”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, y en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición, se resolverá la consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, con el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. El pronunciamiento se circunscribe a los tres interrogantes que el Departamento Administrativo de la Función Pública remitió a esta Agencia, de los cuales se abstraen dos problemas jurídicos generales que se resuelven haciendo abstracción del supuesto de hecho descrito en la petición. No se examinan, por consiguiente, los demás interrogantes de la solicitud, que no fueron objeto de traslado.

1. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, la Agencia procede a resolver los siguientes problemas jurídicos: i) ¿La distribución interna de funciones prevista en el decreto que fija la estructura de una entidad estatal condiciona la competencia para adelantar procesos de contratación y celebrar contratos, de manera que constituya un límite para que una dependencia estructure un proceso cuyas obligaciones se relacionan con funciones asignadas a otra dependencia? ii) ¿Impone el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública un deber de correspondencia entre la necesidad que la entidad justifica, el objeto que contrata y las obligaciones que pacta en un contrato de prestación de servicios, y cuáles son las consecuencias de su inobservancia?

2. Respuestas:

	i) Sobre el primer problema, el decreto que fija la estructura de una entidad estatal no constituye, por sí mismo, un límite de competencia contractual entre dependencias, por una razón que antecede al problema: la competencia para contratar no está distribuida entre las dependencias. El artículo 11 de la Ley 80 de 1993 la centralizó en determinadas autoridades y, conforme a su numeral 1, la competencia para ordenar y dirigir la celebración de licitaciones y para escoger contratistas es del jefe o representante de la entidad. Quien contrata es la entidad estatal, no la Subdirección Corporativa ni la Subdirección de Gestión[footnoteRef:1]. [1:  Ley 80 de 1993, artículo 11, numeral 1. En el mismo sentido, AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1051 del 9 de septiembre de 2025.] 

Las dependencias no son sujetos de la relación contractual ni titulares de una competencia propia para contratar: intervienen en la formación de la voluntad de la entidad conforme a la organización interna que esta adopte. Por consiguiente, el interrogante sobre si una dependencia «invade» la competencia de otra al estructurar un proceso no encuentra respuesta en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, porque ese estatuto no reparte la competencia contractual por dependencias[footnoteRef:2].  [2:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1051 del 9 de septiembre de 2025, según el cual «son los jefes o representantes legales de las entidades estatales en quienes recae la facultad para desarrollar procesos de selección y la celebración de contratos».] 

Lo anterior no significa que la organización interna sea indiferente. Es relevante en dos planos precisos. El primero es el de la delegación: si el jefe o representante legal delegó total o parcialmente la competencia para contratar en un servidor del nivel directivo o ejecutivo, o desconcentró la realización de los procedimientos, es el acto formal de delegación —y no el decreto de estructura— el que determina quién puede comprometer a la entidad. Actuar por fuera de ese acto sí configura un problema de competencia[footnoteRef:3]. [3:  Ley 80 de 1993, artículo 12, modificado por el artículo 21 de la Ley 1150 de 2007; Ley 489 de 1998, artículo 9. Sobre el carácter formal del acto de delegación y su distinción de otras figuras, AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1051 del 9 de septiembre de 2025.] 

El segundo plano es el de la justificación de la necesidad. El decreto de estructura es el instrumento que permite verificar que la actividad contratada corresponde a la administración o al funcionamiento de la entidad, como lo exige el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 para el contrato de prestación de servicios. Ahora bien, el referente de esa correspondencia es la entidad considerada como un todo, no una dependencia en particular: que las actividades se relacionen con funciones asignadas a una dependencia distinta de la que estructuró el proceso no las sitúa, por esa sola razón, fuera del ámbito del precepto[footnoteRef:4]. [4:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 3. Sobre las características del contrato de prestación de servicios, AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1836 del 5 de enero de 2026.] 

ii) Sobre el segundo problema, sí existe un deber de correspondencia, pero conviene precisar entre qué términos se predica. No es un deber de correspondencia entre «la dependencia» y «la actividad contratada», porque la dependencia no es la contratante. Es un deber de correspondencia entre la necesidad que la entidad justifica en los estudios previos, el objeto que contrata y las obligaciones que pacta. Ese deber deriva del principio de planeación, concretado en los numerales 7 y 12 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 y en el artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015, que exige describir «la necesidad que la Entidad Estatal pretende satisfacer con el Proceso de Contratación» y «el objeto a contratar, con sus especificaciones»[footnoteRef:5]. [5:  Ley 80 de 1993, artículo 25, numerales 7 y 12, este último modificado por el artículo 87 de la Ley 1474 de 2011; Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.2.1.1. En el mismo sentido, AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-544 del 28 de abril de 2026.] 

De ese deber se sigue la consecuencia que interesa al supuesto planteado. Si el objeto se enuncia como apoyo a la gestión de una dependencia mientras las obligaciones pactadas corresponden materialmente a actividades de otra, lo reprochable no es una supuesta invasión de competencias entre dependencias —que, como se dijo, no se configura—, sino la incoherencia entre el objeto y las obligaciones, que posiblemente constituiría un defecto de los estudios previos.
Debe añadirse una precisión sobre el uso del contrato de prestación de servicios. Conforme al numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, este solo puede celebrarse con personas naturales cuando las actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados, y «en ningún caso» genera relación laboral. Por consiguiente, cuando las actividades que se pretenden contratar corresponden a funciones permanentes asignadas a una dependencia, la entidad debe justificar en los estudios previos por qué no pueden atenderse con el personal de planta de esa dependencia. Esa justificación es el punto de control del supuesto descrito[footnoteRef:6]. [6:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 3. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1836 del 5 de enero de 2026.] 

Finalmente, se advierte que este pronunciamiento se limita a los tres interrogantes remitidos por el Departamento Administrativo de la Función Pública y se emite en abstracto, sin calificar la actuación descrita en el supuesto de hecho. La verificación de si en un procedimiento determinado se observó el deber de planeación, así como la valoración de las eventuales responsabilidades, corresponde a la propia entidad, a los organismos de control y a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, según el caso[footnoteRef:7]. [7:  Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3, numeral 5, y 11, numeral 8; Ley 1437 de 2011, artículo 28, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015.] 
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3. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i) El artículo 11 de la Ley 80 de 1993 definió la competencia para dirigir los procesos de selección y suscribir los contratos estatales, y lo hizo centralizándola en determinadas autoridades estatales. Su numeral 1 dispone que «la competencia para ordenar y dirigir la celebración de licitaciones y para escoger contratistas será del jefe o representante de la entidad, según el caso»[footnoteRef:8]. [8:  Ley 80 de 1993, artículo 11, numeral 1. En el mismo sentido, AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1051 del 9 de septiembre de 2025.] 


Esta Subdirección ha precisado el alcance de esa disposición al señalar que «son los jefes o representantes legales de las entidades estatales en quienes recae la facultad para desarrollar procesos de selección y la celebración de contratos». Entonces, la consecuencia es directa, quien contrata es la entidad estatal, a través de quien la representa, y no cada una de sus dependencias consideradas por separado[footnoteRef:9]. [9:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1051 del 9 de septiembre de 2025.] 


De ahí se sigue que las dependencias no son sujetos de la relación contractual ni titulares de una competencia propia para contratar. Su papel es otro: intervienen en la formación de la voluntad de la entidad —identificando necesidades, aportando el sustento técnico, elaborando insumos para los estudios previos, ejerciendo la supervisión cuando se les designa— conforme a la organización interna que la entidad adopte. Esa intervención es de orden operativo y no atributiva de competencia.

Conviene añadir que la propia Agencia ha subrayado que la delegación de funciones administrativas «no tiene una naturaleza contractual, sino que se encuentra relacionada con la competencia como presupuesto necesario para la actuación administrativa». La competencia, en otras palabras, es un presupuesto de validez del acto y solo puede transferirse por los cauces que la ley prevé, no por la vía de la distribución funcional interna[footnoteRef:10]. [10:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1051 del 9 de septiembre de 2025.] 


ii) Si la competencia contractual es del jefe o representante legal, cabe preguntar cómo puede otro servidor comprometer válidamente a la entidad. La respuesta está en el artículo 12 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 21 de la Ley 1150 de 2007, en concordancia con el artículo 9 de la Ley 489 de 1998: los jefes y representantes legales pueden delegar total o parcialmente la competencia para celebrar contratos y desconcentrar la realización de licitaciones en servidores públicos que desempeñen cargos del nivel directivo o ejecutivo o en sus equivalentes[footnoteRef:11]. [11:  Ley 80 de 1993, artículo 12, modificado por el artículo 21 de la Ley 1150 de 2007; Ley 489 de 1998, artículo 9.] 


Ambas figuras deben distinguirse. La delegación implica «una actuación administrativa mediante la cual el titular de la función —delegante— […] invista voluntaria y formalmente de autoridad a quien ejerce un cargo subordinado —delegatario—, para que asuma una o varias de las atribuciones del primero»; se trata de una transferencia de funciones que exige un acto formal de delegación. La desconcentración, en cambio, es la distribución adecuada del trabajo que realiza el jefe o representante legal, sin que implique autonomía administrativa en su ejercicio[footnoteRef:12]. [12:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1051 del 9 de septiembre de 2025.] 


Esta distinción resuelve buena parte del primer interrogante. El instrumento que determina quién puede comprometer a la entidad no es el decreto que fija su estructura, sino el acto de delegación —o, en su caso, el manual de contratación que organice la desconcentración—. Un servidor que actúe por fuera de los términos de ese acto sí incurre en un problema de competencia, con las consecuencias que el ordenamiento prevé; pero ese problema no surge de que la actividad contratada se relacione con funciones de otra dependencia.
iii) Lo dicho no convierte al decreto de estructura en un documento irrelevante para la contratación. Cumple dos funciones, ambas distintas de la atribución de competencia contractual.

La primera es servir de referente para verificar el objeto. El numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 dispone que son contratos de prestación de servicios «los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad». Esta Subdirección ha precisado que ello significa que la actividad debe hacer parte «de su giro ordinario o quehacer cotidiano». El decreto de estructura y el manual de funciones son, precisamente, los instrumentos que permiten constatar si una determinada actividad pertenece a ese giro ordinario[footnoteRef:13]. [13:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 3. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1836 del 5 de enero de 2026.] 


Ahora bien, y esto es determinante para el segundo interrogante, el sujeto de referencia del precepto es la entidad y no la dependencia. La norma exige que la actividad se relacione con la administración o el funcionamiento «de la entidad», no con las funciones de la dependencia que estructura el proceso. De suerte que el hecho de que las obligaciones pactadas correspondan a funciones asignadas a una dependencia distinta de aquella que identificó la necesidad no sitúa, por sí solo, el contrato fuera del ámbito del numeral 3 del artículo 32: la actividad sigue perteneciendo al giro ordinario de la entidad.

La segunda función del decreto de estructura es servir de insumo técnico para justificar la necesidad. Y aquí sí aparece una consecuencia práctica relevante, si la función que da origen a la necesidad está asignada a una dependencia determinada, es esa dependencia la que está en condiciones de precisar el alcance de las actividades, su intensidad y el perfil requerido. Que no participe en la estructuración no vicia la competencia, pero sí debilita el sustento técnico de los estudios previos, que es donde reside el verdadero problema del supuesto planteado.

iv) El tercer interrogante pregunta si existe un deber de correspondencia entre las competencias funcionales de una dependencia y las actividades que pretende desarrollar mediante contratos de prestación de servicios. La respuesta es afirmativa, pero exige reformular los términos: el deber existe, aunque no se predica entre «dependencia» y «actividad», sino entre necesidad, objeto y obligaciones.

Ese deber es una manifestación del principio de planeación, que esta Agencia ha descrito como «una herramienta de gerencia pública, que exige estructurar el proceso contractual dedicando tiempo y esfuerzos para elaborar estudios previos, con el fin de determinar la necesidad que pretende satisfacer la Entidad Estatal y cuál es la mejor manera de hacerlo»[footnoteRef:14]. [14:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-544 del 28 de abril de 2026.] 


En el plano normativo, el numeral 7 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 exige que la conveniencia del objeto a contratar se analice con antelación al inicio del proceso de selección, y el numeral 12 —modificado por el artículo 87 de la Ley 1474 de 2011— impone elaborar previamente los estudios y documentos requeridos. El artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 concreta su contenido, cuyos dos primeros elementos son «la descripción de la necesidad que la Entidad Estatal pretende satisfacer con el Proceso de Contratación» y «el objeto a contratar, con sus especificaciones»[footnoteRef:15]. [15:  Ley 80 de 1993, artículo 25, numerales 7 y 12; Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.2.1.1.] 


Nótese que la norma reglamentaria emplea, también aquí, la expresión «la Entidad Estatal». La necesidad que debe describirse y justificarse es la de la entidad, y el objeto debe corresponder a esa necesidad. Es esa cadena —necesidad, objeto, obligaciones— la que el ordenamiento exige que sea coherente.

Aplicado al supuesto descrito en la consulta, el resultado es el siguiente. Cuando el objeto contractual se enuncia como orientado a apoyar la gestión de una dependencia, pero las obligaciones específicas corresponden materialmente a actividades propias de otra, lo jurídicamente reprochable no es una invasión de competencias entre dependencias —que, según se expuso, no se configura—, sino la incoherencia entre el objeto enunciado y las obligaciones pactadas. Esa incoherencia constituye un defecto de los estudios previos y posiblemente del deber de planeación[footnoteRef:16]. [16:  Ley 80 de 1993, artículos 23, 25 y 26.] 


A lo anterior se suma una exigencia propia del contrato de prestación de servicios. El numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 dispone que estos contratos «sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados», y que «en ningún caso» generan relación laboral. Por consiguiente, si las actividades que se pretenden contratar corresponden a funciones permanentes asignadas por el decreto de estructura a una dependencia, la entidad debe justificar en los estudios previos por qué no pueden atenderse con el personal de planta de esa dependencia. Esa justificación —y no la identidad de la dependencia estructuradora— es el verdadero punto de control[footnoteRef:17]. [17:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 3. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1836 del 5 de enero de 2026.] 


v) Recogiendo lo expuesto: el decreto que fija la estructura de una entidad estatal no distribuye la competencia contractual entre dependencias, porque esa competencia la radica la ley en el jefe o representante legal y solo se altera por delegación o desconcentración mediante acto formal. En consecuencia, no constituye por sí mismo un límite para que una dependencia intervenga en la estructuración de un proceso cuyas obligaciones se relacionen con funciones asignadas a otra, ni hace jurídicamente improcedente esa contratación desde la perspectiva del Estatuto General.

Sí existe, en cambio, un deber de correspondencia entre la necesidad justificada, el objeto contratado y las obligaciones pactadas, derivado del principio de planeación. Su inobservancia configura un defecto de los estudios previos con efectos sobre la publicidad, la verificación de la idoneidad y la supervisión. Y cuando las actividades corresponden a funciones permanentes de una dependencia, se suma la carga de justificar por qué no pueden atenderse con su personal de planta.

Debe precisarse, finalmente, que este pronunciamiento se limita a los tres interrogantes remitidos por el Departamento Administrativo de la Función Pública y se emite en abstracto. La verificación de si en un procedimiento determinado se observó el deber de planeación, así como la valoración de las eventuales responsabilidades, corresponde a la propia entidad, a los organismos de control y a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, según el caso[footnoteRef:18]. [18:  Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3, numeral 5, y 11, numeral 8; Ley 1437 de 2011, artículo 28, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015.] 


Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta, atendiendo las normas que rigen la materia, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones ni las de los demás partícipes del sistema de compra pública.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes 

	· Normativa: Constitución Política, artículos 6, 121, 122 y 209. Ley 80 de 1993, artículos 11, 12, 23, 25, 26 y 32, numeral 3. Ley 489 de 1998, artículo 9. Ley 1150 de 2007, artículo 21. Ley 1474 de 2011, artículo 87. Ley 1437 de 2011, artículo 28, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015. Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3, numeral 5, y 11, numeral 8. Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.2.1.1. Resolución 469 de 2025 de la ANCP-CCE.
· Conceptos de la ANCP-CCE: Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1051 del 9 de septiembre de 2025, C-1836 del 5 de enero de 2026 y C-544 del 28 de abril de 2026.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre la competencia para contratar y la delegación de la función contractual en el Concepto C-1051 del 9 de septiembre de 2025; sobre las características del contrato de prestación de servicios, en el Concepto C-1836 del 5 de enero de 2026; y sobre el deber de planeación y el contenido de los estudios previos, en el Concepto C-544 del 28 de abril de 2026. Los conceptos emitidos por la Agencia pueden consultarse en el siguiente enlace:

https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
         
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015. 

Atentamente,
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Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual
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